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p o t e s ta d  r e g la m e n ta r i a .  c o n t r o l  y  b l o q u e  d e 
l e g a l i da d  “ lat o  s e n s u ” .  l i b e rta d  d e  p r o f e s i  n 
u  o f i c i o .  p r i n c i p i o  d e  d i g n i da d  h u m a na
consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 
sentencia del 14 de enero de 176, Anales, t. xc, pp. 234-241: 
Exigir, para que un trabajador (deportista profesional, en este caso) pueda entrar a 
trabajar con otro patrono, una vez terminado su con trato de trabajo, que obtenga el 
consentimiento de su anterior patrono, es no sólo quebrantar la libertad de trabajo 
consagrada en el artículo 3 de la Constitución sino también el artículo 8.º del Código 
Sustantivo del Trabajo, según el cual, “nadie puede impedir el trabajo a los demás 
ni que se dediquen a la profesión, industria y comercio que les plazca, siendo lícito 
su ejercicio”, salvo que medie, conforme a la ley, resolu ción en sentido contrario de 
autoridad competente y con el fin de tu telar los derechos de los trabajadores y de la 
colectividad.
Admitir normas semejantes, como las acusadas, equivaldría a es tablecer una verdadera 
“carta de esclavitud”, contraria a la dignidad y a la libertad humanas.
c o m e n ta r i o *
1. La controversia resuelta en este fallo por la Sección Primera del Consejo de 
Estado corresponde a un caso de incompatibilidad entre normas de distinta 
jerarquía que conduce al juicio de ilegalidad o inconstitucionalidad de un acto 
administrativo de carácter general. En efecto, con ocasión del ejercicio de la 
acción pública de nulidad que para la época recogía el artículo 66 de la Ley 167 
de 141[1], se planteó un contencioso objetivo con el fin de solicitar la nulidad 
de algunos artículos de un decreto del Gobierno nacional por el cual se dictaban 
disposiciones sobre asociaciones deportivas en el país. 
Concretamente, la demanda ponía en entredicho la legalidad y constitucio-
nalidad del artículo 13, del parágrafo del artículo  y de los artículos 122 y 123 
* bernardo andrés carvajal sánchez.
1 Ley 167 de 141, artículo 66: “Toda persona puede solicitar por s[í] o por medio de representante la 
nulidad de cualesquiera de los actos a que se refieren las anteriores disposiciones, por los motivos en 
ellas expresados. [E]sta acción se llama de nulidad y procede contra los actos administrativos, no sólo 
por estos motivos, sino también cuando han sido expedidos en forma irregular, o con abuso o desviación 
de las atribuciones propias del funcionario o corporación que las profiere”.
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del Decreto 1387 del  de julio de 170. Para mayor claridad, podrían reagruparse 
por un lado los mandatos del artículo 13 y del parágrafo del artículo  del de-
creto, en virtud de los cuales se disponía que por cada deporte podían funcionar 
una sola federación deportiva en el nivel nacional y una sola liga deportiva en el 
orden departamental o distrital2; por otro lado, los artículos 122 y 123 disponían 
respectivamente que ningún deportista podía cambiar de club sin contar de an-
temano con la autorización de su actual club y que, en caso de cambiar de club 
para irse a otro perteneciente a otra liga, el deportista requería además el visto 
bueno de la liga de origen3.
2. Para desvirtuar la presunción de legalidad de los artículos del acto deman-
dado, el actor expuso en su concepto de violación que tanto el artículo 13 como el 
parágrafo del artículo  del Decreto 1387 de 170 restringían injustificadamente 
la libertad de asociación protegida en la Constitución de 1886 (art. 44)4, pues 
las asociaciones deportivas denominadas “ligas” o “federaciones” son personas 
jurídicas de derecho privado que no ejercen ninguna función administrativa y 
que son, en principio, de libre creación en cuanto a su número, salvo restricción 
legal si el legislador llegase a calificar su función como servicio público.
3. Al referirse a los artículos 122 y 123 del mismo decreto, el demandante 
estimó que subordinar el traspaso de un deportista de un club a otro club, de la 
misma liga o de otra liga, al consentimiento del club o de la liga de origen viola-
ba la libertad de contratación de los deportistas profesionales. El actor explicó 
que el decreto atacado se aplicaba indistintamente a deportistas aficionados y 
a profesionales y que, en el caso de los segundos, la vinculación a los clubes se 
hace mediante contratos laborales. Así las cosas, una vez terminado válidamente 
el respectivo contrato de trabajo, el deportista profesional tendría plena libertad 
para contratar con otro club, pues no subsiste ninguna otra atadura jurídica 
con su último empleador. 
2 Decreto 1387 de 170, artículo 13: “En el territorio colombiano no podrá haber más de una federación 
deportiva nacional por cada deporte; deberá tener además de personería jurídica, el reconocimiento 
del Instituto Colombiano de la Juventud y el Deporte”.
 Artículo : “En los departamentos, intendencias, comisarías y en el Distrito Especial de Bogotá, podrán 
funcionar ligas depor tivas de cada uno de los deportes que se practiquen en el territorio de la República. 
[P]arágrafo. Las ligas deportivas de que trata el presente ar tículo formarán parte de las federaciones 
nacionales respectivas. Solamente operará una de cada uno de los mencionados territorios”.
3 Decreto 1387 de 170, artículo 122: “Para cambiar de club el deportista requiere la autorización del 
club de origen”.
 Artículo 123: “Cuando el cambio se realice entre clubes que pertenezcan a distintas ligas requerirá el 
visto bueno de la liga de origen”.
4 Constitución Política de 1886, artículo 44: “Es permitido formar compañías, asociaciones y fundaciones 
que no sean contrarias a la moral o al orden legal. Las asociaciones y fundaciones pueden obtener su 
reconocimiento como personas jurídicas […]”. 
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Para el actor, esta libertad contractual del trabajador no es más que la expresión 
de una garantía fundamental del derecho laboral colombiano: la libertad de escoger 
la profesión o el trabajo que el sujeto desee, garantizada por el artículo 3 de la 
anterior Constitución y por el artículo 8.º del Código Laboral6. El demandante 
señaló finalmente que, en relación con el deportista aficionado, la restricción que 
imponen ambos artículos configuraba una violación a la libertad constitucional 
de asociación.
4. Dos problemas jurídicos distintos debía entonces resolver el Consejo de 
Estado en este caso. El primero puede formularse así: ¿Viola la Constitución y la 
ley, especialmente la libertad de asociación, el acto administrativo de carácter general 
que restringe a uno el número de ligas y federaciones que para cada deporte pueden 
operar en los órdenes nacional, departamental y distrital? Por su parte, el segundo 
problema puede formularse de esta forma: ¿Viola la Constitución y la ley, en espe-
cial las libertades de contratación, de escogencia de profesión u oficio y de asociación, 
el acto administrativo de carácter general que somete a la voluntad del club o la liga 
de origen el cambio de club de un deportista?
. El primer problema fue resuelto a la luz de la estricta legalidad, pues el 
decreto estudiado se fundaba en las atribuciones que presuntamente le confería 
al Gobierno nacional la Ley 80 de 12, de modo que al confrontar lo concre-
tamente dispuesto en dicha ley con el contenido del decreto, resultó evidente 
para la Sección Primera que se carecía formalmente de las facultades invocadas 
por el acto reglamentario. Del mismo modo, el Consejo de Estado consideró 
notorio el exceso en el ejercicio de la potestad reglamentaria del presidente de la 
República (CN 1886, art. 20, num. 3), pues desde un punto de vista sustancial 
se desbordaban las normas que se decía reglamentar. De paso, y sin análisis 
adicional, la sala afirmó que este primer grupo de normas violaba también el 
artículo 44 constitucional, que protegía la libertad de asociación. Se dio entonces 
respuesta afirmativa al primer problema jurídico, y el Consejo de Estado declaró 
nulos el artículo 13 y el parágrafo 1.º del artículo  del Decreto 1387 de 170.
Ahora bien: teniendo en cuenta que la solución al segundo problema en-
traña mayor complejidad en cuanto a la técnica jurídico-normativa empleada 
y que es en realidad de allí de donde surgen los grandes e importantes aportes 
 Constitución Política de 1886, artículo 3: “Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley 
puede exigir títulos de idoneidad y reglamentar el ejercicio de las profesiones […]”.
6 Código Sustantivo del Trabajo artículo 8.º. Libertad de trabajo: “Nadie puede impedir el trabajo a los 
demás, ni que se dediquen a la profesión, industria o comercio que les plazca, siendo lícito su ejercicio, 
sino mediante resolución de autoridad competente encaminada a tutelar los derechos de los trabajadores 
o de la sociedad, en los casos que se prevean en la ley”.
Los grandes fallos de la jurisprudencia administrativa colombiana76
de este fallo, se procederá en un primer momento a explicar la forma como se 
resolvió (1), para luego reconstituir el contexto donde se dio la decisión (2) y 
poder finalmente explicitar los aportes del fallo (3).
1 .  la  s o lu c i  n
Sin duda, los magistrados que en enero de 176 componían la Sección Primera 
del Consejo de Estado siguieron la máxima que reza “lo bueno, si breve, dos 
veces bueno”7 para resolver el problema jurídico que ahora nos ocupa, pues la 
solución se da en menos de dos páginas.
6. La sala comienza sus consideraciones anunciando que, no obstante el 
actor no se fundó en la protección del trabajo en los términos del artículo 17 de 
la constitución entonces vigente y no sustentó sus afirmaciones relativas a los 
artículos 10.º, 44 y 81 de la misma carta, su pretensión prosperará por la violación 
del artículo 3 constitucional y del artículo 8.º del Código Sustantivo del Trabajo.
Acto seguido, la Sección Primera divide en dos las razones jurídicas por las 
cuales el contenido de los artículos 122 y 123 resultaba contrario a lo previsto por 
el artículo 3 constitucional, que, como ya se mencionó, se refiere a la libertad de 
profesión u oficio. La primera razón, esencialmente de orden formal, consistió 
en considerar que el alcance de la reglamentación allí contenida era en realidad 
una forma de reglamentar de manera general la profesión de deportista, pues 
se aplicaba justamente a todo tipo de deportista y, en ese sentido, sólo la ley 
expedida por el Congreso de la República podía hacerlo, tal como lo disponía 
expresamente el artículo 3 de la Constitución de 1886. 
7. La segunda razón, de tipo sustancial, parte de una distinción de situa-
ciones jurídicas relacionadas con los deportistas profesionales. Por un lado, se 
admite que el deportista profesional vinculado a un club mediante un contrato 
de trabajo vigente no puede, consultando únicamente su voluntad, “liberarse” de 
su empleador pues rompería indebidamente sus obligaciones legales y contrac-
tuales. Mas, por otro lado, la sala aborda el caso del deportista cuyo contrato de 
trabajo se ha extinguido –sin distinguir la causa de terminación– para considerar 
que en esa situación el deportista tiene total libertad para no seguir trabajando 
7 Cfr. baltasar gracián, Oráculo manual y arte de prudencia, edición digital de la Biblioteca Virtual Miguel 
de Cervantes a partir de la edición de Huesca, Juan Nogués, 1647, disponible en [www.cervantesvirtual.
com]. Aforismo 10: No cansar. “[…] Lo bueno, si breve, dos vezes bueno; y aun lo malo, si poco, no 
tan malo. Más obran quintas essencias que fárragos; y es verdad común que hombre largo raras vezes 
entendido, no tanto en lo material de la disposición quanto en lo formal del discurso. […] Lo bien dicho 
se dize presto”.
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con el último club que lo empleaba y para escoger el nuevo club que lo desee 
contratar laboralmente, “inclusive contra el querer de aquel”8. 
Este segundo caso habilitó entonces a la Sección Primera para considerar 
que si las normas objeto de análisis exigen a un deportista profesional cuya rela-
ción de trabajo ha terminado con un primer empleador el acuerdo, aprobación, 
consentimiento o visto bueno de este último para poder trabajar con un segundo 
empleador, esas normas resultaban violatorias de la libertad de trabajo que se 
desprende del artículo 3 constitucional. Así mismo, la sala invocó, además 
de la norma constitucional sobre libertad de profesión y oficio, su réplica a 
nivel legal, que no es otra que la norma contenida en el artículo 8.º del Código 
Sustantivo del Trabajo. Ello le permitió concluir que los artículos 122 y 123 del 
Decreto 1387 de 170 también resultaban incompatibles con dicha disposición 
de rango legal, en particular con la fórmula según la cual “nadie puede impedir 
el trabajo a los demás ni que se dediquen a la profesión, industria y comercio 
que les plazca, siendo lícito su ejercicio”.
8. Por último, pero no por ello menos importante, la sala cierra su ratio deci-
dendi integrando dos razones mayores que sirven de soporte a las motivaciones 
antes sostenidas. Se trata de la inclusión de los principios de dignidad humana y 
de libertad in genere, que resultarían en últimas vulnerados de ponerse en práctica 
y hacerse valer el contenido de los artículos 122 y 123 del decreto demandado. 
Concretamente, el Consejo de Estado afirma de manera categórica que “Admitir 
normas semejantes, como las acusadas, equivaldría a es tablecer una verdadera 
‘carta de esclavitud’, contraria a la dignidad y a la libertad humanas”. 
Intencional o accidentalmente, la anterior frase quedaría para siempre ins-
crita en la cultura jurídica colombiana. Ahora bien: para comprender la gran-
deza del fallo en el aspecto que acaba de delimitarse, es necesario rememorar 
su contexto antes de explicar sus aportes específicos al derecho colombiano. 
2 .  e l  c o n t e  t o
El recuento del contexto en el cual se enmarcan el problema jurídico retenido y 
su solución por parte del Consejo de Estado implica describir brevemente, por 
8 Cfr. Anales del Consejo de Estado, t. xc, p. 240. 
 Debe en todo caso recordarse que, en realidad, solamente el artículo 122 hablaba del consentimiento 
del club de origen, puesto que el artículo 123 hablaba específicamente del visto bueno de la liga del club 
de origen en caso de que el traspaso implicara también cambio de liga. Si bien el Consejo de Estado 
no hizo un análisis por separado del contenido particular del artículo 123, debe entenderse que ambos 
artículos seguían estrictamente la misma lógica y que, de todos modos, la conclusión a extraer sería 
necesariamente la misma que la referida al artículo 122 del Decreto 1387 de 170. 
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una parte, las circunstancias mediatas o indirectas, ciertamente más remotas en 
el tiempo con respecto a la fecha del fallo, pero igualmente importantes para 
comprender mejor su valor (a) y, por otra parte, aquellas circunstancias que le 
son más cercanas, directas o inmediatas (b). 
a .  c o n t e  t o  m e d i at o 
. Hasta el día de hoy, en la jurisprudencia del Consejo de Estado no ha podido 
encontrarse un fallo anterior al que ahora se comenta en el cual se haga uso 
explícito de la dignidad humana como argumento jurídico insertado en la ratio 
decidendi de un asunto10. Así pues, el contexto mediato consiste en convenir que, 
antes de este fallo, la dignidad humana no había sido formalmente reconocida 
por la jurisprudencia nacional como razón normativa o argumento jurídico. 
Sin embargo, ello no permite suponer que en el derecho positivo colom-
biano no hubiera ocurrido dicho reconocimiento mediante otras fuentes for-
males del derecho. En efecto, no obstante la Constitución de 1886 y los textos 
constitucionales que la precedieron omitieron el uso explícito de enunciados 
normativos con el sintagma dignidad humana o dignidad de la persona humana, 
varias normas de rango legal ya lo habían hecho antes del fallo. Es justamente 
el caso de los artículos 7 (inciso .º) y  (inciso .º) del Código Sustantivo del 
Trabajo –que data de 10–, en virtud de los cuales el empleador está obligado 
a “guardar absoluto respeto a la dignidad personal del trabajador […]” y tiene 
por demás prohibido “ejecutar o autorizar cualquier acto que vulnere o restrinja 
los derechos de los trabajadores o que ofenda su dignidad”11.
b .  c o n t e  t o  i n m e d i at o
10. Este contexto se refiere en primer lugar a los demás hechos y normas 
ciertamente distintos de los estudiados en el fallo por el Consejo de Estado, 
10 Lo mismo podría afirmarse respecto de la jurisprudencia de las demás altas cortes colombianas, en 
particular de la Corte Suprema de Justicia. Ello no significa, por supuesto, que implícitamente no 
pueda apreciarse la fuerza normativa del principio de dignidad humana en grandes fallos del máximo 
juez de la jurisdicción ordinaria, incluso anteriores al aquí comentado, como la célebre sentencia del 
21 de julio de 122 (corte suprema de justicia, Sala Civil, Gaceta Judicial, xxix, pp. 218-220), más 
conocida como el “caso Villaveces”, en la cual el deber de reparar el llamado daño moral se considera 
una de las exigencias de la presencia de la persona humana en el derecho o, dicho de otro modo, es una 
de las consecuencias del reconocimiento jurídico del valor y la consideración que merece la persona 
humana. 
11 Para una presentación más amplia de las fuentes culturales y solemnes del principio de dignidad hu-
mana en el derecho colombiano anterior a la actual Constitución, véase nuestro trabajo “La dignidad 
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pero que se relacionan directamente con los hechos y el problema jurídico que 
son objeto de comentario. Estas circunstancias íntimamente conectadas con el 
asunto fallado fueron puestas de presente por el mismo actor cuando, por un 
lado, indicó a los consejeros que el ejercicio de las facultades conferidas a los 
empleadores de futbolistas profesionales por los artículos 122 y 123 del decreto 
atacado había originado tres prácticas absurdas y desmedidas, a saber: 
a) El jugador es considerado propiedad de un club mediante el establecimiento de un 
“pase” al cual se le da la categoría de ele mento esencial para la celebración del contrato 
de trabajo;
b) Ese pase es propiedad del club y éste puede venderlo a otro club con lo cual se obliga 
al jugador a prestar sus servicios a otro patrono, aun en contra de su voluntad;
c) El trabajador no puede libremente cambiar de club o pa trono al término del contrato 
de trabajo pues ello queda sujeto a que el club de origen llegue a un acuerdo con el 
nuevo club acerca del valor del “pase” o transferencia. Si no hay acuerdo entonces el 
jugador debe comprar el “pase” a su patrono para quedar en tonces sí en libertad de 
contratar con otro12.
11. Por otro lado, el actor recordó al Consejo de Estado una sentencia proferida 
en 13 por el Tribunal Supremo del Trabajo13, en la cual ya se insinuaba el 
rechazo por el ordenamiento jurídico colombiano de la mercantilización absoluta 
de la persona humana, corolario por cierto del principio de dignidad humana. 
En aquel fallo se afirmaba lo siguiente: 
La institución de la transferencia de jugadores entre clubes de football tiene un doble 
carácter de compromiso patronal y de derecho individual de cada club, cuando el con-
trato de trabajo de la empresa con el jugador se encuentra en vigencia, porque en tonces 
tiende a moralizar una actividad profesional deportiva y evi tar la competencia desleal 
entre los clubes y asociaciones de tal na turaleza. Pero es aberrante después de disuelto el 
contrato de tra bajo, máxime cuando el contrato ha sido terminado por voluntad expresa 
del patrono, porque entonces el trabajo humano se con vierte en simple mercancía, se 
 de la persona humana antes de la Constitución de 11: pequeña historia de un gran principio”, en F. 
barbosa (ed.), Historia del derecho público en Colombia, t. i, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
2012, pp. 2-2. 
12 Anales del Consejo de Estado, t. xc, p. 236. El demandante, un jurista, denuncia además que “la Federa-
ción Colombiana de Fútbol, entidad de derecho privado pero, cuyos estatutos debe aprobar el Gobierno 
nacional según lo dispone el artículo 16 del Decreto 1387 de 170, ha expedido el ‘Estatuto del jugador 
de fútbol’ en el cual se coleccionan las más absurdas vio laciones de la ley laboral”: ídem.
13 El actor afirma erradamente en su demanda que esta sentencia es de la Corte Suprema de Justicia 
cuando en realidad es del Tribunal Supremo del Trabajo.
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coarta de manera ostensible la li bertad de trabajo y se puede hacer de la transferencia 
un sistema eficaz para someter al trabajador a la inactividad profesional14.
En segundo lugar, el contexto inmediato se refiere también a la posición asu-
mida dentro del proceso por el fiscal de la corporación, equivalente a lo que 
hace en la actualidad el ministerio público, quien en su concepto señaló que no 
había motivos para anular las normas demandadas. El fiscal del caso consideró 
que la restricción fijada no supone de suyo violación de la libertad de trabajo 
y que “si para poder cambiar de afiliación a un club deportivo se necesita de 
una autorización especial, ello es cues tión diferente a la que propiamente se ha 
demandado, pues a nadie se le ha prohibido jugar fútbol o escoger la profesión 
que quiera”1. Ante esta posición, el Consejo de Estado necesitaba probablemen-
te encontrar y exponer los mejores fundamentos jurídicos que le permitiesen 
conocer correctamente el alcance de las normas constitucionales y legales sobre 
libertad de profesión y oficio. 
3 .  l o s  a p o rt e s
Precisado lo anterior, puede señalarse que son tres los aportes más sobresalientes 
de este fallo: 
a .  c a r  c t e r  i nau g u r a l
La forma como el Consejo de Estado resolvió el segundo problema jurídico iden-
tificado constituye un acto inaugural en el sentido de que marca el inicio solemne 
del reconocimiento y uso por los jueces de un principio que en su momento no 
estaba inscrito en el texto constitucional entonces vigente. Se enriquece así el 
denominado “bloque de legalidad lato sensu”16 usado como marco de referencia 
normativo por el juez de lo contencioso administrativo para controlar la legalidad-
constitucionalidad de las normas infralegales, tales como aquellas expedidas en 
14 tribunal supremo del trabajo, sentencia de casación del 1 de septiembre de 13 (Octavio Ruiz 
contra Sociedad Deportiva Atlético Junior S. A.). Cfr. Derecho del Trabajo, año ix, septiembre-diciembre, 
n.os 10-108, vol. xviii, pp. 47-1. Un extracto de ella aparece en Código Laboral, Bogotá, Temis, 178, 
p. 7. Agradezco la colaboración de Juliana Delgado Restrepo, egresada de la Facultad de Derecho del 
Externado, en la búsqueda de esta fuente. 
1 Anales del Consejo de Estado, t. xc, p. 240.
16 Sobre el origen y la evolución de esta expresión en el derecho francés, cfr. louis favoreu, “Légalité et 
constitutionnalité”, en Cahiers du Conseil constitutionnel, n.º 3, nov. 17, disponible en [www.conseil-
constitutionnel.fr/conseil-constitutionnel/francais/cahiers-du-conseil/cahier-n-3/legalite-et-consti-
tutionnalite.288.html].
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ejercicio de la potestad reglamentaria. En concreto, se establece que el poder 
reglamentario del Ejecutivo no puede transgredir ni la libertad individual in 
genere, ni la dignidad humana. Y, por supuesto, con este fallo se produce además 
la primera formalización expresa del principio del respeto de la dignidad de la 
persona humana en el derecho jurisprudencial colombiano. 
12. Se trata también de un gran avance en el proceso de “juridicización” de 
ese principio en Colombia, facilitando su tránsito del campo de la moral objetiva 
y la ética pública al ámbito de lo jurídico-normativo. Con este fallo se marca, 
en efecto, un primer momento jurisprudencial en la aplicación de la dignidad 
humana como principio hermenéutico que permite interpretar, conocer y de-
limitar el significado y alcance de otras normas de derecho positivo. Con este 
fallo se esboza también la posibilidad de invocar jurídica y judicialmente su 
violación, no sólo indirecta –vía la violación de otros principios y otras reglas 
más determinados que de él se desprenden o deducen, sino también– directa.
13. El primero de estos dos últimos aspectos corresponde al uso efectivo y 
concreto que la sala dio al principio de dignidad humana en la ratio decidendi, 
pues fue el descubrimiento de esta nueva referencia normativa lo que permitió al 
Consejo de Estado considerar que, a la luz de la necesidad jurídica de proteger 
la dignidad humana en un sentido objetivo, la libertad constitucional de elegir 
profesión, oficio y trabajo se vería restringida de manera desproporcionada en 
razón de las exigencias que la Administración había fijado al adoptar los artículos 
122 y 123 del Decreto 1387 de 170. La gravedad de la restricción estatal y 
presuntamente legítima a la libertad de profesión u oficio se midió entonces en 
este fallo en función de la amenaza a la dignidad humana. 
Este uso hermenéutico y vertical del principio sirve de punto de partida 
del segundo de los dos últimos aspectos resaltados, pues el Consejo de Estado 
advirtió que, en el hipotético caso de no suprimirse la norma del ordenamiento 
jurídico y de dársele aplicación real, la libertad de trabajo quedaría totalmente 
anulada, lo cual significa que la libertad individual se vería gravemente afectada 
en el escenario concreto de la relación de trabajo, quedando entonces la libertad 
y la voluntad del deportista a merced, o sometida por entero a la voluntad y el 
poder del último club que lo había empleado. 
14. Es precisamente en estas situaciones extremas donde, en el marco ahora 
de una relación horizontal, se aniquila la libertad humana, surge la analogía con 
la esclavitud (consentida o no, poco importa) y, por consiguiente, la eventual 
violación directa a la dignidad humana, pues un sujeto de derecho determinado 
terminaría disponiendo por entero de un ámbito relevante de la libertad de un 
sujeto de derecho miembro de la especie humana, instrumentalizándolo por 
completo en ese contexto específico. Importante es aquí, por cierto, la puerta 
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que había abierto la precitada jurisprudencia del Tribunal Supremo del Trabajo 
invocada por el demandante y de la cual el consejero ponente conocía muy 
probablemente, pues debe recordarse que el profesor álvaro pérez vives fue 
un eminente experto y doctrinante del pasado siglo en el área del derecho de 
las obligaciones y los contratos de toda índole. 
b .  c a r  c t e r  i n s p i r a d o r
1. Este fallo impacta igualmente porque fue retomado y prácticamente re-
descubierto por el Gobierno nacional en el memorial dirigido a la Asamblea 
Nacional Constituyente con ocasión del debate sobre los principios y derechos 
fundamentales reconocidos en la tradición y la cultura jurídicas colombianas. 
Como consta en la Gaceta Constitucional (n.º 126, p. 14) y en los demás deba-
tes relativos sobre todo al catálogo de derechos fundamentales, al artículo 1.º 
y al preámbulo de lo que luego sería la Constitución Política de 11[17], este 
fallo hizo parte de las varias razones finalmente tenidas en cuenta por el poder 
constituyente primario para formalizar la constitucionalización del principio 
de dignidad humana, esto es, para insertar de forma explícita en el nuevo texto 
constitucional enunciados normativos referidos inequívocamente a la dignidad 
humana18. 
En pocas palabras, este fallo permitió coadyuvar los argumentos a favor 
de la inserción formal de la dignidad humana como principio fundamental del 
actual ordenamiento jurídico colombiano.
c .  c a r  c t e r  ac t ua l 
16. Este fallo, retomando lo dicho en su momento por cassin y Waline, es 
grande a pesar de que no fue necesariamente el más sonado y replicado en su 
momento1. Ello se observa no solo tras haber sido retomado 1 años después 
por el constituyente primario, sino también porque al día de hoy tiene un senti-
do actual, es decir, se trata de un material histórico cuyo alcance es compatible 
con el ordenamiento jurídico contemporáneo y que tiene además un significado 
normativo específico que resulta comprensible y que ha perdurado20. 
17 Cfr. nuestro trabajo “La dignidad de la persona humana antes de la Constitución de 11: pequeña 
historia de un gran principio”, cit., pp. 47-1.
18 Es el caso de los artículos 1.º, 2, 1 y 3 de la Constitución Política de 11.
1 rené cassin y marcel Waline, “Préface”, en m. long et ál., Les grands arrêts de la jurisprudence 
administrative, 13.ª ed., París, Dalloz, 2001, p. vii.
Grandes fallos, n.º 3 83
17. Bien guardadas las proporciones, es algo similar al descubrimiento de la 
momia Ötzi congelada en los Alpes, pues este fallo ha conservado casi intactas 
todas sus cualidades normativas, como si hubiese estado en perfecta criocon-
servación a lo largo de 37 años de olvido académico. En la actualidad, este fallo 
debe ser visto como el antecedente directo de una línea jurisprudencial que ha 
sido construida de forma explícita por la Corte Constitucional. Así lo recono-
ció el primer precedente sentado por el máximo guardián de la Constitución 
(Sentencia T-48/4) en relación con el recurrente tema de la contratación de 
jugadores de fútbol por clubes deportivos y el respeto de los derechos funda-
mentales al trabajo, a la libertad de escoger profesión u oficio y a la prohibición 
de la esclavitud:
El artículo 17 de la Constitución garantiza la libertad física de la persona humana 
mediante la prohibición de la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en 
todas sus formas. La dignidad de la persona humana no permite que ésta sea reducida 
a la condición de cosa u objeto, carente de autonomía, lo que sucede cuando por actos 
particulares se dispone de la libertad o del cuerpo de un ser humano.
Se ha afirmado en el pasado que admitir normas como las que condicionan el cambio de 
un club deportivo a otro a la autorización del club de origen, “equivaldría a establecer 
una verdadera ‘Carta de Esclavitud’, contraria a la dignidad y a la libertad humanas”. 
En efecto, según la jurisprudencia del Consejo de Estado, carece de respaldo constitu-
cional la norma que exige a un trabajador –deportista profesional– el consentimiento 
del anterior empleador para vincularse laboralmente luego de terminado el contrato 
de trabajo21. 
Este tipo de diálogo de jueces, entre presentes y ausentes, y entre autoridades 
de distintas jurisdicciones, refuerza ampliamente la tesis del valor actual del 
fallo de 176. 
18. Extrañamente, en la actualidad, el mismo Consejo de Estado no suele 
referirse de manera expresa a su gran fallo. Sin embargo, ello no significa de 
ningún modo que no se pueda trazar una línea jurisprudencial que retome 
sustancialmente algunos de sus puntos fuertes. Ha sido entonces de forma 
implícita y probablemente sin saberlo como, en el marco de su función de su-
premo juez de lo contencioso administrativo, el Consejo de Estado de hoy ha 
20 Sobre esta metodología en historia del derecho, cfr. cass sunstein, “The Idea of a Useable Past”, en 
Columbia Law Review, vol. , 1, p. 602.
21 corte constitucional, Sala Tercera de Revisión, Sentencia T-48 del 4 de noviembre de 14, fun-
damento 7.3. En nota al pie de página, la Corte indica la referencia completa del fallo aquí comentado.
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seguido invocando y aplicando los postulados fijados con el fallo del 76 sobre 
el principio de dignidad humana. 
Especialmente se cuenta con fallos donde la dignidad humana se emplea 
como fundamento o razón normativa de otras normas, deberes y obligaciones22 
(deber de reparar todo daño a toda persona humana23, obligación de pagar 
oportunamente los salarios y prestaciones sociales24); o bien como principio 
hermenéutico2; o bien como componente del bloque de legalidad lato sensu 
para controlar actos administrativos de contenido general (en materia de acceso 
a prestaciones en salud26, o en asuntos bioéticos y biojurídicos27); o también 
como límite directo e inmediato de actuaciones y poderes de la Administración 
(límite del uso de la fuerza contra sujetos en situación de vulnerabilidad28 o de 
sujeción2, límite del uso de la fuerza pública para conservar el orden público 
en medio de una protesta30, privación injusta de la libertad31, ejecuciones su-
marias32 o exterminación de sujetos considerados moralmente indeseables33). 
22 Sobre la idea de “principio-fuente”, véase nuestro trabajo El principio de dignidad de la persona humana 
en la jurisprudencia constitucional colombiana y francesa, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
200.
23 consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera,  de febrero de 1, 
rad. 0; consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 1 de octubre 
del 2007, rad. 4001-23-31-000-17-12700-01(30871).
24 consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, 2 de 
abril del 2010, rad. 0001-23-31-000-2000-01436-01(62-0).
2 consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, 23 de mayo 
del 2012, expediente n.º 170012331000100 01. Aquí el principio de dignidad permitió interpretar 
los artículos 233 y 234 del Código Civil, bajo una argumentación que, respetuosa y firmemente, no 
compartimos.
26 consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 10 de febrero de 1, 
rad. 243.
27 consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 22 de febrero del 2001, 
rad. 11001-03-24-000-17-4-01 (4 y 4718); consejo de estado, Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo, Sección Primera, 8 de abril del 2010, rad. 11001-03-24-000-2006-00121-00.
28 consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, 26 de mayo 
del 2011, rad. 4001-23-31-000-17-02164-01(177).
2 consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 23 de agosto del 2010, 
rad. 0001-23-2-000-1-0033-01(18480).
30 consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 2 de febrero de 13, 
rad. 7826.
31 consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 14 de abril del 2010, rad. 
2000-23-26-000-1-00-01(1860).
32 consejo de estado, Sección Tercera, 10 de abril de 17, expediente n.º 10138; consejo de estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 11 de noviembre del 200, rad. 0001-23-2-
000-18-02246-01(32); consejo de estado, Sección Tercera, Subsección B, 8 de febrero del 2012, 
rad. 0001-23-2-000-16-00286-01(2121).
33 consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, 10 de febrero 
del 2011, rad. 0001-23-26-000-1-00784-01(1123).
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Los anteriores ejemplos son ciertamente de un valor y número considerable 
para entender que el Consejo de Estado sí ha heredado el legado de nuestro gran 
fallo. Se lamentará solamente que en la técnica jurídico-normativa empleada por 
esta magna corporación al invocar y aplicar el principio de dignidad humana 
no se haya aún entablado un diálogo con la doctrina jurídica y no solo filosófica 
y, sobre todo, con la jurisdicción constitucional y las jurisdicciones extranje-
ras e internacionales, que mucho han avanzado en este tema. Parafraseando a 
dWorkin, ello obedece a que si bien el tratamiento en derecho de la dignidad 
humana ha demandado esfuerzos hercúleos del juez, no menos cierto es que la 
jurisprudencia debería siempre escribirse como una novela en cadena.
Puede así vaticinarse que nuevos hitos sobre la dignidad humana en el de-
recho administrativo jurisprudencial están sin duda por marcarse.
bernardo andrés carvajal sánchez
